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1. ABREVIATURAS 

- Comisión Interamericana de Derechos Humanos – CIDH o Comisión. 

- Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas - Comité 

Desc ONU 

- Convención Americana sobre Derechos Humanos – CADH o Convención.  

- Corte Interamericana de Derechos Humanos –  Corte IDH , Corte  o Tribunal. 

- Derechos Humanos – DDHH. 

- Federica Palacios – Palacios o la periodista  

- Hechos del Caso – H.Caso. 

- Organización de las Naciones Unidas – ONU 

- Organización Mundial de la Salud – OMS 

- Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos – OCDE 

- República de Varaná -– Varaná  o Estado” 

- Respuesta a Pregunta aclaratoria – Rpta.Aca 

- Sistema Interamericano de Derechos Humanos –  SIDH. 

- Sistema Universal de Derechos Humanos –  SUDH.  

- Tribunal de Justicia de la Unión Europea – TJUE 
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Humanos —en adelante CADH— desde el año 1970, misma fecha en la cual reconoció la 
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funcionarios públicos, por lo que, se le solicitó el pago de una indemnización. Sin embargo, 

este proceso resultó en favor de Benitez, toda vez que, voluntariamente, reveló su fuente 

de información, motivo por el cual Holding Eye desistió de sus pretensiones.   

7. Seguidamente, el 7 de diciembre de 2014, Federica Palacios —en adelante Palacios—, una 

periodista del medio estatal digital “VaranáHoy”, publicó en su blog personal en 

LuloNetwork, así como, en el periódico online de “VaranáHoy”, un artículo en donde 

expuso una serie de acciones realizadas por Benitez que cuestionaban sus ideales como 

activista medioambiental. Dicha información le fue proporcionada por una fuente anónima, 

ante lo cual, Palacios, solicitó que un ingeniero de sistemas analice el contenido del reporte, 

mismo que le indicó que se trataba de una información precisa y no modificada; además, 

pre
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14 de septiembre de 2015, inició una acción de responsabilidad civil extracontractual en 

contra de Lulo Eye y Palacios, por las repercusiones del artículo publicado, tal acción fue 

denegada también en todas las instancias. Por último, Benitez y la ONG Defensa Azul, 

interpusieron una acción de inconstitucionalidad contra la Ley 900 del 2000, alegando que 

esa disposición violaba su derecho a la libertad de expresión, el pluralismo informativo y 

el principio de neutralidad en la red, la cual también fue denegada.  

3.3. Sobre el trámite ante el SIDH 

10. Todo ello, desencadenó que el 2 de noviembre de 2016, Benitez, presentara una petición 

ante la CIDH, la cual, el 13 de abril de 2022, notificó su Informe de Admisibilidad y de 

Fondo en donde determinó la vulneración de los derechos consagrados en los Artículos 5, 

8 11, 13 ,14, 15, 16, 22, 23 y 25 de la CADH en relación a los derechos 1.1 y 2 de este 

instrumento. Además, en vista de que Varaná, no ha decidido no adoptar las 

recomendaciones de la CIDH, se elevó el caso ante la Corte IDH. 

4. ANÁLISIS LEGAL 

4.1. ANÁLISIS DE FONDO 

4.1.1. Varaná no vulneró el derecho a la privacidad, honra, dignidad, rectificación y 

respuesta (Artículos 11 y 14 de la CADH) en relación con el derecho a la libertad 

de pensamiento y expresión (Artículos 13 de la CADH) en perjuicio de Benitez.  

11. La Corte IDH ha indicado que el derecho a la libertad de expresión protege una amplia 

gama de ideas y opiniones, incluso si son controvertidas1, además, la libertad de expresión 

cuenta con dos dimensiones: ii) Individual, que es el derecho de cada persona a expresar 

sus propias ideas y ii) Social, que es el derecho de la sociedad a recibir información2. Ahora 

                                                
1 Corte IDH.(2008) Caso Kimel vs Argentina,FRC,párr.53. 
2 Corte IDH.(2006) Caso Claude Reyes y otros vs Chile,FRC,párr.77. 
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bien, es importante considerar que la protección a la vida privada, honra, dignidad, 

rectificación y respuesta, se constituyen como límites al ejercicio de la libertad de 

expresión3.  

12. Conforme a ello, en este acápite, demostraremos cómo ambas dimensiones del derecho a 

la libertad de pensamiento y expresión, han sido garantizadas por Varaná en conexión con 
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presente caso, tanto en la divulgación de los datos personales de Benitez, así como la 

prohibición del anonimato para crear perfiles en las redes sociales dentro de Varaná. 

A.1. Varaná cumplió con la protección de datos personales de Benitez 

15. Los Estados deben establecer regímenes de protección de datos personales que regulen su 

almacenamiento, procesamiento, uso y transferencia.8 En ese sentido, los representantes de 

la presunta víctima alegan que existiría una injerencia a este derecho en razón a: i) El ataque 

informático y la divulgación de datos personales en perjuicio de Benitez y ii)  La 

inexistencia de una Ley de protección de datos personales dentro de Varaná. Sin embargo, 

esta agencia rechaza tales atribuciones por los argumentos que pasaremos a exponer.  

16. En cuanto al primer punto, si bien, se divulgaron los datos personales de Benitez —respecto 

de los lugares que frecuentaba—, razón por la cual, presuntamente, se vería afectada su 

vida privada, es oportuno indicar que acorde a la Sala de lo ContenciosomAdministrativo 

del Tribunal Supremo Español, en el caso Commcenter, S.A vs. Movistar, se determinó 

que la obligación de adoptar las medidas para garantizar la seguridad de los datos 

personales es de medios y no de resultados
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22. Aunado a lo anterior, es pertinente resaltar que aún existe una disyuntiva jurisprudencial 

respecto del anonimato, dado que, la Corte Suprema determinó la prohibición de dicha 

práctica mediante la acción pública de inconstitucionalidad 1010/13. Sin embargo, no 

ocurre lo propio respecto de los juzgados de primera instancia, que mediante acciones de 

tutela, permitieron la creación de un perfil con pseudónimo en LuloNetwork, prescindiendo 

del documento de identidad29. Conforme a ello, el Artículo 489 del Código Procesal 

Constitucional, inspirado en la figura del “stare decisis”, que es un principio de política 

que admite la revisión de un precedente vinculante cuando este se encuentra mal 

razonado30,  admite la posibilidad de que la decisión dispuesta por la Corte Suprema pueda 

ser revocada eventualmente. 

23. En conclusión, ha quedado demostrado que se ha garantizado el derecho a la libertad de 

expresión en conexión con el derecho a la vida privada, tanto en su esfera: i) Individual , al 

permitirse que cada ciudadano pueda manifestar sus opiniones, incluso bajo un 

pseudónimo, como también podía hacerlo Benitez, y ii) Social, al contar con los 

mecanismos necesarios para procurar el intercambio de ideas y acceso a información, que 

se encuentra salvaguardado con la interposición de un habeas data, o la posibilidad de 

interponer otros procesos en caso de presuntas injerencias a los datos personales. 

B. Respecto del derecho a la honra, dignidad y desindexación 

24. El 14 de septiembre de 2015, Benitez interpuso una acción de responsabilidad civil 

extracontractual en contra de Palacios y Lulo Eye, debido a que se sentía insatisfecho en la 

difusión de la nota periodística, pues consideraba que buscaba distorsionar el concepto 
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lesión de la reputación31. Por tanto, en cuanto a este proceso civil, pasaremos a explicar las 

razones por las cuales: i) No existió vulneración a la honra y dignidad de Benitez, ii) No 

se consideró a Lulo Eye como responsable de las afectaciones en contra de Benitez y iii)  

No se otorgó la desindexación del artículo publicado por Palacios.  

B.1. La no vulneración a la honra y dignidad de Benitez 

25. La honra y dignidad es concebida como la estimación con la que cada persona siente que 

debe ser considerada, en razón de su dignidad humana32. En cuanto a ello, es menester 

recalcar que este derecho se ve vulnerado cuando se desacredita el honor de una persona 

con la exteriorización de información falsa que atenta este bien jurídico33.  

26. Al respecto, en el presente caso, antes de que Palacios publique la nota periodística respecto 

de Benitez: i) Llevó la información a un ingeniero de sistemas quien le aseguró que se 

trataba de información precisa y no modificada, aunado a que, realizó averiguaciones con 

otras fuentes que confirmaban el contenido del artículo; y ii) Se contactó con Benitez, a fin 

de que pudiese controvertir el contenido del artículo, pero este se negó a hacerlo34. Todo 

ello, denota el actuar diligente de Palacios en su labor periodística, que no contraviene el 

presente derecho en perjuicio de Benitez.  

B.2. La negativa de responsabilizar a Lulo por las presuntas afectaciones a los 

derechos humanos de Benitez 

27. En este proceso civil se determinó la no responsabilidad de la empresa Lulo, respecto de la 

nota periodística publicada por Palacios al ser considerada como una simple intermediaria. 

                                                
31 Corte IDH.(2016) Caso Flor Freire vs Ecuador,FRC.párr.155. 
32 Busso.G. (2021) La dignidad como derecho en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Revista de la 
Pontificia Universidad Católica Argentina,pág.18. 
33 Fuentes.M.(2011) El derecho a la honra como límite a la libertad de información hasta el momento de la acusación 
penal. Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso,pág.2. 
34 H.Caso.párr.45. 
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Al respecto, son intermediarios los proveedores de servicios de internet, redes sociales y 

los motores de búsqueda35; ergo, es cierto que Lulo es una empresa intermediaria porque 

es una red social. Aunado a ello, el TJUE ha mencionado que es prácticamente imposible 

exigir legalmente a los intermediarios, la revisión de todos los contenidos que circulan por 

su conducto o presumir que —en todos los casos— está bajo su control evitar el daño 

potencial que un tercero pueda generar utilizando sus servicios36.  

28. Por tanto, debido a que Lulo es un intermediario, no puede ser responsable por el contenido 

de las publicaciones de Palacios, pues los únicos supuestos para determinar responsabilidad 

a una intermediario que presta servicios de internet son: i) Si interviene específicamente en 

dichos contenidos y ii) Si se niega a cumplir una orden judicial que exija su eliminación en 

caso pueda hacerlo —principio de mera transmisión—37. Consecuentemente de la 

plataforma fáctica jamás se menciona que Lulo interviniera en el contenido de las 

publicaciones de la periodista Palacios, además, no existió orden judi
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excepcional, ya que su mala práctica deviene en una amenaza a la libertad de expresión39, 

por ello, el TJUE en el caso Google Spain vs Mario Costeja, determinó que dependerá de 

cada caso en concreto, la posib
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injerencia en el nivel de interacción de los usuarios en redes sociales. De tal manera, que 

se ha garantizado el derecho a la rectificación o respuesta de Benitez.  

35. En conclusión, ha quedado demostrado que se garantizó el derecho a la libertad de 

expresión en conexidad con el derecho de rectificación o respuesta, tanto en su esfera: i) 

Individual, en virtud de que Benitez, quien pudo manifestar su respuesta de forma efectiva 

y ii) Social, al permitirse que la sociedad conozca dicho descargo.  

4.1.2. Varaná no vulneró los derechos políticos (Artículo 23), libertad de asociación 

(Artículo 16), y reunión (Artículo 15) en relación con el derecho a la libertad de 

expresión (Artículo 13 de la CADH) en perjuicio de Benitez.  

36. La libertad de expresión es piedra angular en la democracia, al ser indispensable para la 

formación de la opinión pública47, además, es “conditio sine qua non”
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derechos políticos, la libertad de asociación y reunión, en un entorno digital53
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hostigamiento contra los comunicadores sociales58, que ocasionan un temor a represalias y 

por ende un estado de vulnerabilidad59, siendo una forma de censura indirecta60. Por tanto, 

el Estado tiene la obligación de: i) Abstenerse de realizar actos que propicien esta 

vulnerabilidad y ii) Adoptar medidas para prevenir o proteger los derechos de quienes se 

encuentren en tal situación61.   

42. En cuanto al primero, de la plataforma fáctica, se aprecia que Varaná se abstuvo de realizar 

actos como asesinatos, amenazas de muerte, secuestros o detenciones arbitrarias u otros62, 

que propicien un ambiente de intimidación o violencia, tendiente a silenciar o controlar a 

Benitez63. Ahora bien, sólo se desprende el accionar de una empresa privada que cuestionó 

las acciones de Benitez con una demanda, misma que posteriormente desistió de sus 

pretensiones; esto sin contar que tras la demanda, Benitez nunca fue imposibilitado para 

seguir publicando, incluso realizó una publicación el 28 de febrero de 201564. 

43. Respecto del segundo punto, debido a que Benitez no se encontraba explícitamente en una 

situación de alta vulnerabilidad —al no ser amenazado de muerte, detenido arbitrariamente 

u otros— 
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acceso a servicios de comunicación75. En razón a esto, Varaná implementó el “zero-rating”, 

a fin de cerrar la brecha digital, y poder gozar de los beneficios de este, como el acceso 

gratuito a internet, mismo que beneficia a personas con presupuestos limitados. De esta 

manera, queda justificado que el “zero-rating” no limita el derecho a la libertad de 

expresión, sino que lo potencializa, dado que permite a más personas tener acceso a 

aplicaciones en las cuales pueden expresarse con total libertad. 

51. En conclusión, tras la publicación del artículo, Benitez también ejerció plenamente sus 

derechos políticos, de libertad de reunión y asociación, así como su libertad de expresión, 

tanto en su dimensión: i) Individual , pues Benitez nunca se vio imposibilitado por el Estado 

de seguir expresando sus opiniones en redes sociales, ya que no se le suspendió, ni mucho 

clausuró su cuenta; y ii) Colectiva, dado que fue una decisión personal de Benitez el dejar 

de hacer pública sus opiniones, generando que el resto de la sociedad ya no tenga 

conocimiento de las mismas. 

4.1.3. 
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discurso de odio y violencia online, se vuelve prioritario proteger la integridad 

psicológica78. 

53. Al respecto, Benitez, tras meses de hostigamiento en redes sociales, eligió desconectarse 

del mundo digital y sufrió un cuadro depresivo, por lo que empezó a recibir tratamiento 

psicológico79. En cuanto a ello, es importante resaltar que la Corte IDH ha dispuesto que 

dentro del derecho a la integridad personal, es obligación de los Estados investigar 

presuntas afectaciones a este derecho80, siendo esta una obligación de medios y no de 

resultados81.  

54. En ese sentido, con la interposición de una demanda civil, Benitez puso en conocimiento 

las afectaciones a su salud mental, tras la publicación del artículo de Palacios, solicitando 

una reparación82, sin embargo, ello no le fue concedido, en mérito a que no se determinaron 
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57. iii) Nexo causal, relación entre la afectación al bien jurídico y la conducta del agente85, 

siendo que no existió perjuicio alguno, atribuido a Palacios o LuloNetwork que solo es una 

intermediaria.  

58. iv) Daño, afectación a un interés jurídico de carácter patrimonial o extrapatrimonial86, 

siendo que no se aprecian afectaciones patrimoniales con el artículo de Palacios, pues 

Benitez no lucraba con su blog como activista ambiental, no obstante, si bien existieron 

afectaciones psicológicas, estas no pueden ser atribuidas a Palacios o la LuloNetwork, ya 

que devienen de una cultura de cancelación propia de la opinión pública, que haciendo uso 

de sus atribuciones, cuestionaron el accionar de Benitez 87. 

59. En mérito a ello, es que el Varaná cumplió diligentemente con su obligación de investigar 

frente a la presunta afectación a la integridad personal de Benitez y determinó que no podía 

ser atribuido a Palacios o LuloNetwork, por lo que no existía posibilidad de repararlo.  

4.1.4. Varaná no vulneró el derecho a la circulación y de residencia (Artículo 22 de la 
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condiciones, ni proveé medios que permitan ejercerlo90, como cuando una persona es 
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con los parámetros de los Artículos 8 y 25 en los siguientes procesos: i) Responsabilidad 

civil extracontractual incoado por Holding Eye, ii)  Acción de tutela, iii) Proceso de 

Responsabilidad Civil extracontractual interpuesta por Benítez, y iv) Acción Pública de 

inconstitucionalidad.  

A. Proceso de responsabilidad civil extracontractual (Holding Eye Vs. Luciano 

Benitez) 

66. Este proceso judicial fue interpuesto por Holding Eye, el 31 de octubre del 2014 ante el 

Juzgado Civil de primera instancia en contra de Benitez, solicitando una reparación de 30 

mil USD, y que además, revelara su fuente de información por la cual publicó en su blog 

aparentes acciones fraudulentas de esta empresa. Dentro de este proceso analizaremos las 

siguientes garantías que podrían ser cuestionadas por los representantes de la presunta 

víctima: i) Derecho a ser oído y debida motivación y ii)  Derecho de no autoincriminación.   

A.1.  Derecho a ser oído y debida motivación    

67. Ambos derechos se encuentran intrínsecamente relacionados, ya que, la argumentación del  

fallo debe d
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esta observación, Benitez era ciertamente un periodista y la orden intermedia de primera 

instancia era errónea, sin embargo, incluso este accionar no repercute como 

responsabilidad del Estado en razón a los argumentos que pasaremos a desarrollar.  

69. i) Esta orden intermedia fue apelada el 4 de noviembre de 2014 ante el Tribunal de segunda 

instancia, que se vio imposibilitado de pronunciarse al respecto, toda vez que la empresa 

se desistió del proceso cuando Benítez, de manera voluntaria, reveló su fuente de 

información, razón por la cual declaró sin objeto el recurso.  

70. ii) Si bien, la solicitud de aclaración de sentencia presentada por la ONG Defensa Azul, 

donde requirió que se determine si Benitez era un periodista, fue rechazada; es menester 

recalcar que, carecía de objeto pronunciarse al respecto, puesto que, una solicitud de 

aclaración de sentencia, únicamente busca esclarecer los puntos oscuros de la decisión 

final, mas no revertir su sentido ni el de otras resoluciones notificadas previamente96, como 

es el caso de una orden intermedia —auto o decisión interlocutoria— que concluyó que 

Benitez no era un periodista, cuya apelación ya había sido resuelta.  

71. iii)  Además, si bien en primera instancia, se determinó que Benitez no era un periodista, 

durante el proceso se le trató como tal. Eso se evidencia cuando cuestionó al juez sobre la 

revelación de su fuente, quien le indicó que esta decisión estaba en sus manos97, lo que 

refleja el respeto de la reserva de su fuente y su carácter disponible. Aunado a ello, 

considerando que Benitez era un periodista, tenía el deber de constatar de forma razonable 

los hechos en los que fundamentan sus opiniones98, lo que no llevó a cabo con diligencia 

al no constatar si la información respecto de la empresa era verídica. 

                                                
96 Morales, J.(2014) Aclaración y corrección de Resoluciones Judiciales.Revista de la maestría de derecho procesal 
(PUCP),pág.60.  
97 H.Caso.párr.41. 
98 Supra Nota N°1,párr.79. 
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A.2.  Derecho a la no autoincriminación 

72. En la audiencia única del presente proceso civil, Benitez consultó al juez si debía revelar 

su fuente de información, quien le indicó que la decisión dependía de su persona, lo que 

podría ser alegado como una vulneración al derecho de no autoincriminación consagrado 

en los Artículos 8.2 literal G y 8.3 de la CADH, que exigen a las autoridades no obligar a 

los procesados a realiz
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77. De otro lado, este recurso judicial se configura como idóneo —adecuado para analizar la 

presunta vulneración de un derecho humano103— y efectivo —para proveer lo necesario a 

fin de remediar esta situación104, en razón a que: i) Mediante una acción de tutela —o 

acción de amparo— se puede analizar la presunta vulneración del derecho a la libertad de 

expresión  de Benitez por la prohibición del anonimato en redes sociales y ii) De haberse 

determinado la violación a este derecho, se hubiese retrotraído el estado de las cosas hasta 

antes de su vulneración, lo que no ocurrió en el presente caso, por lo que es menester 

resaltar que el hecho de que el recurso no sea favorable, no implica que no sea efectivo105.  

C. Proceso de Responsabilidad civil extracontractual (Luciano Benitez vs 

Federica Palacios y Lulo Eye) 

78. El 14 de septiembre de 2015, Benitez interpone ante un Juzgado Civil de primera instancia 

una acción de responsabilidad civil en contra de Palacios y Lulo Eye, por los daños que le 

ocasionó la publicación de la periodista. En este proceso, Benitez pretendía la 

desindexación de dicha nota, así como, una indemnización solidaria entre los demandados, 

pretensiones que fueron desestimadas en todas las instancias. Es plausible que la presunta 

víctima alegue el incumplimiento del deber de motivación y de la efectividad del recurso, 

lo que no ocurre en el presente caso, conforme a los argumentos que procedemos a exponer. 
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y b) Que LuLook era una intermediaria. Ambos fundamentos tienen como base normativa 

disposiciones del SIDH, el primero obedece al derecho de rectificación y respuesta —

ejercido por Benitez y atendido por Palacios— el juez consideraba suficiente dicha 

publicación, en contraste la pretendida desindexación de la nota periodística era un acto 

desproporcionado y contrario a la Libertad de expresión.  

80. Por otro lado, el segundo fundamento obedece a que Lulook al ser una red social es una 

intermediaria107 y es imposible requerir la supervisión de todos los contenidos que circulan 

en su plataforma, al menos que: i) Exista una orden judicial que lo determine o ii)  Que 

intervenga específicamente en dichos contenidos108, circunstancias que no acaecen en el 

presente caso, la base normativa citada corresponde a pronunciamientos de la OCDE y 

relatoría de la ONU. 

81. ii) Hechos, la plataforma fáctica denota que existió una  valoración adecuada sobre los 

hechos del caso, en virtud de que se examina: i) La exhaustiva investigación de la periodista 

Palacios y que la información era verídica, ii)  La rectificación de la nota periodística; y iii)  

La responsabilidad de la empresa Lulo Eye. 

82. iii)  Consecuencia jurídica, los demandados no eran responsables por la vulneración de los 

derechos de Benitez, ergo no debieron reparar pecuniariamente al demandante. 

83. En conclusión, este recurso es idóneo —adecuado para analizar la presunta vulneración de 

un derecho humano109— y efectivo —para proveer lo necesario a fin de remediar esta 

situación110, en razón a que: i) Mediante un proceso civil de responsabilidad civil 

                                                
107 OCDE.(2010) 
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extracontractual, se puede determinar el daño ocasionado a un tercero —en este caso a 

Benitez— y ii)  De haberse determinado la existencia de responsabilidad, se puede pedir el 

pago de una indemnización; no obstante ello no logró determinarse en el presente proceso,  

por lo que es importante hacer hincapié en que el hecho de que el recurso no sea favorable, 

no implica que no sea efectivo111.  

D. Acción Pública de inconstitucionalidad presentada por Benitez contra el 

Artículo 11 de la Ley 900 del año 2000.  

84.  El 29 de marzo de 2015, Benitez y la ONG Defensa Azul,  presentaron una Acción Pública 

de Inconstitucionalidad en contra del artículo 11 de la Ley 900 del año 2000, indicando 

que dicho artículo vulneraba el derecho a la libertad de expresión, el pluralismo 

informativo y el principio de neutralidad de la red112, mismo que fue denegado el 21 de 

junio de 2016, en razón a que se estipuló que, el propósito de la Ley era reducir la brecha 

digital. Situación por la cual, la defensa de Benitez, puede alegar una como una presunta 

falta de idoneidad o efectividad en el recurso. 

85. El presente recurso fue adecuado, es decir, era el idóneo113, toda vez que permite identificar 

si una norma —en este caso la Ley 900 del año 2000—, contraviene los preceptos de la 

Constitución Varanense. Además, es efectivo, pues proveer lo necesario a fin de remediar 

esta presunta contravención114.Al respecto, es importante aclarar que el hecho de que la 

sentencia no sea favorable para Benitez, no denota la ineficacia del recurso115, puesto que, 

                                                
111 Supra Nota N°105,párr.155. 
112 H.Caso.párr.70. 
113 Supra Nota N°50,párr.245. 
114 Supra Nota N°101,párr.24 
115 Supra Nota N°105,párr.155. 
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se denegó la inconstitucionalidad de la norma, justamente porque perseguía el fin legítimo 

de reducir la brecha digital, ergo no contravenía los derechos fundamentales de Benitez. 

86. Por las razones expuestas, la República de Varaná respetó y garantizó los derechos que 

componen el acceso a la justicia de las presuntas víctimas en tanto los recursos proveídos 

por el Estado cumplían con los requisitos exigidos convencionalmente, garantizando las 

disposiciones de los Artículos 8 y 25 de la CADH. 

5. PETITORIO 

87. Por todos los argumentos de hecho y de derecho anteriormente expuestos, la República de 

Varaná, solicita respetuosamente a la honorable Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, declare que el Estado de Varaná no es responsable internacionalmente por la 

violación a los derechos establecidos en los Artículos 5, 8, 11, 13, 14, 15, 16, 22, 23 y 25 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, correlación con los Artículos 1°.1 

y 2° del mismo tratado, en lo concerniente a las presuntas vulneraciones del señor Luciano 

Benitez.  

88. Finalmente, la República de Varaná, consciente de que la contraparte —al amparo del 

artículo 63.1 de la CADH— puede demandar medidas de reparación, solicita a este 

honorable Tribunal desestimar el pago de reparaciones, costos y costas, al haberse 

demostrado la ausencia de responsabilidad internacional del Estado de Varaná. 


